
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
CONFLICTO DE COMPETENCIA / PARA CONOCER DE UNA TUTELA LA COMPETENCIA ES A PREVENCIÓN / LUGAR DONDE OCURRA LA VIOLACIÓN O DONDE ÉSTA PRODUZCA SUS EFECTOS, A ELECCIÓN DEL ACCIONANTE.
Pues bien, de la lectura del líbelo genitor, fácil se advierte el desacierto del Juez de Pereira, quien pasó por alto que la dirección de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, que es la entidad accionada, se encuentra en este municipio, específicamente en el edificio de la Gobernación departamental, y por lo tanto este es el lugar de vulneración de los derechos fundamentales que menciona el accionante.

El artículo 1° del Decreto 1069 de 2015, que modificó el 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, claramente señala que para los efectos previstos en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991, la competencia para conocer de una acción de tutela es a prevención, en la medida en que puede formularse ante los jueces del lugar donde ocurra la violación o la amenaza que la motiva, o aquellos del lugar donde se produzcan sus efectos. 

Por ello, insistentemente la Corte Constitucional reitera la importancia que debe dársele a la elección del demandante.
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Acta No. 86 del 14 de marzo del 2019
Decide la Sala el conflicto de competencia suscitado por el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia - Risaralda frente al Segundo Penal Municipal con función de Conocimiento de Pereira, en la presente acción de tutela promovida por María Patricia Martínez Castaño contra la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda.
ANTECEDENTES

Impetró acción de tutela María Patricia Martínez Castaño contra la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, en procura de la protección de su derecho fundamental al debido proceso.
Por reparto se asignó el asunto al Juez Segundo Penal Municipal con Función de Conocimiento local, quien se declaró incompetente para conocer del amparo y lo remitió al Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia – Risaralda, al considerar que es en una institución educativa de esa localidad, de donde proviene la presunta amenaza de los derechos fundamentales invocados y es allí mismo donde produce sus efectos.
El Juez Promiscuo Municipal de ese municipio, a su turno, se abstuvo de adelantar el trámite; citó jurisprudencia que exalta la elección del accionante como factor determinante en la atribución de competencia en la acción de tutela y estimó desacertada la decisión del funcionario emisor, toda vez que omitió considerar que la dirección de la accionada, la Secretaría de Educación de Risaralda, se encuentra en la ciudad de Pereira. 
En consecuencia, arribó a esta sede el amparo para zanjar el diferendo. 

CONSIDERACIONES:
Es del resorte de esta Corporación decidir el conflicto que se suscita entre los Juzgados Segundo Penal Municipal con función de Conocimiento de Pereira y Promiscuo Municipal de La Virginia - Risaralda, porque así lo establece el inciso 2
 del artículo 18 de la Ley 270 de 1996.  





Sigue verificar, entonces, a cuál de los funcionarios involucrados en el conflicto competencia le corresponde adelantar el trámite del resguardo constitucional.





Pues bien, de la lectura del líbelo genitor, fácil se advierte el desacierto del Juez de Pereira, quien pasó por alto que la dirección de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, que es la entidad accionada, se encuentra en este municipio, específicamente en el edificio de la Gobernación departamental, y por lo tanto este es el lugar de vulneración de los derechos fundamentales que menciona el accionante.
  



El artículo 1° del Decreto 1069 de 2015, que modificó el 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, claramente señala que para los efectos previstos en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991, la competencia para conocer de una acción de tutela es a prevención, en la medida en que puede formularse ante los jueces del lugar donde ocurra la violación o la amenaza que la motiva, o aquellos del lugar donde se produzcan sus efectos. 

  



Por ello, insistentemente la Corte Constitucional
 reitera la importancia que debe dársele a la elección del demandante.

2. Dicho lo anterior, resulta importante considerar que la jurisprudencia constitucional ha indicado que las normas que determinan la competencia en la admisión de tutela son el artículo 86 de la Constitución, según el cual dicha acción puede interponerse ante cualquier juez; y el artículo 37 de Decreto 2591 de 1991 que establece las reglas de competencia (i) territorial y (ii) de las acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación, que se asignan a los jueces del circuito.

3. Sobre esta base, en virtud del principio pro homine, la Corte Constitucional ha determinado que, a la hora de definir la competencia por el factor territorial en materia de tutela, el demandante puede interponer la acción ante (i) el juez o tribunal con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o amenaza de los derechos fundamentales invocados; o (ii) el juez o tribunal con jurisdicción en el lugar donde se produjeren los efectos de la supuesta vulneración o amenaza de los derechos fundamentales invocados
.

4. Adicionalmente, la Corte Constitucional ha sostenido que la competencia a prevención, en los términos del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991
, está determinada por la elección que realice el accionante entre los jueces que cuenten con la competencia territorial para conocer el asunto
, de tal forma que, cuando exista desacuerdo respecto de los criterios que definen el factor territorial, se le dará prevalencia a la escogencia que haya realizado quien presenta la acción de tutela. (Se destaca).




Línea que desde antaño el máximo tribunal constitucional ha sostenido
. 

“los jueces antes de abstenerse de asumir el conocimiento de una solicitud de amparo constitucional, deben tener en cuenta la elección que haya efectuado el accionante respecto al lugar donde desea se tramite la acción y la jurisdicción que conozca la misma. Lo anterior, a partir de una interpretación sistemática del artículo 86 Superior y del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, que garantizan a toda persona reclamar “ante los jueces –a prevención” la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales”. (Se destaca)
  



Para el caso presente, al margen de que se eleven denuncias contra funcionarios de la institución educativa Bernardo Arias Trujillo de La Virginia – Risaralda, lugar donde labora la docente demandante y quienes eventualmente tendrían que ser citados por pasiva al trámite, lo cierto es que el ruego para que se implemente “un proceso de evaluación docente que se ajuste a la normatividad vigente”, está dirigido a la Secretaría Departamental de Risaralda, cuya sede, como se dijo, está en Pereira.





Corolario de lo anterior es que era menester, antes que rehusar el conocimiento del amparo, respetar la facultad de la accionante, quien eligió dar cauce al amparo en esta ciudad. 




En consecuencia, se declarará que la competencia para conocer del presente amparo la tiene el Juzgado Segundo Penal Municipal con función de Conocimiento de Pereira y allí se remitirá el expediente; al Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia Risaralda, se le informará lo pertinente. 
DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil- Familia del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA que el conocimiento de la acción de tutela instaurada por María Patricia Martínez Castaño contra la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, le corresponde al Juzgado Segundo Penal Municipal con función de Conocimiento de Pereira, y allí se dispone remitir el expediente.
De esta decisión, infórmese a la Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia Risaralda.




Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992.

Los Magistrados, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
            Ausencia con justificación
� “Conflictos de competencia: Los conflictos de competencia que se susciten entre autoridades de la jurisdicción ordinaria que tengan distinta especialidad jurisdiccional y que pertenezcan a distintos distritos, serán resueltos por la Corte Suprema de Justicia en la respectiva Sala de Casación que de acuerdo con la ley tenga el carácter de superior funcional de las autoridades en conflicto, y en cualquier otro evento por la Sala Plena de la Corporación. Los conflictos de la misma naturaleza que se presenten entre autoridades de igual o diferente categoría y pertenecientes al mismo Distrito, serán resueltos por el mismo Tribunal Superior por conducto de las Salas Mixtas integradas del modo que señale el reglamento interno de la Corporación.” 


� Auto 068/18


� Ver, por ejemplo, Auto 44 de 2016, M. P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; Auto 197 de 2016, M. P. Jorge Iván Palacio Palacio; Auto 43 de 2017, M. P. Luis Ernesto Vargas Silva; Auto 296 de 2017, M. P. Diana Fajardo Rivera; Auto 311 de 2017, M. P. Cristina Pardo Schlesinger, entre otros.


� Según este artículo, “son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud” (énfasis añadido).


� Ver, por ejemplo, Auto 074 de 2016, M. P. Alejandro Linares Cantillo; Auto 335 de 2016, M. P. Alejandro Linares Cantillo; Auto 154 de 2017, M. P. Alberto Rojas Ríos, entre otros.


� A- 146 de 2009
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